

Honorable Cámara de Diputados

Provincia de Buenos Aires

PROYECTO DE LEY

    El Senado y Cámara de Diputados sancionan con fuerza de

LEY
Artículo 1: Dispónese que en los expedientes que se tramitan en la provincia de Buenos Aires conforme el Código de Procedimiento Penal según leyes 3.589, 11.922 y sus modificatorias, se tendrán por sobreseídos definitivamente los procesos que no posean sentencia firme en las siguientes circunstancias:

a) Cuando se hayan cumplido los plazos que disponen los artículos 62 y 65 del Código Penal;

b) Cuando se hayan producido los actos procesales que describe el art. 67 del Código Penal y que excedan el plazo máximo según el delito, de 15 años, el que no podrá ser inferior al mínimo expresado en el artículo 62 del Código Penal;

c) Cuando no excedan los plazos estipulados según la pena en el artículo 65 del Código Penal.


El sobreseimiento dictado deberá ser comunicado mediante oficio a los organismos correspondientes, en cumplimiento de las normativas dispuestas en el Código Penal y en el Código de Procedimiento Penal. Cuando existiese un acto interruptivo conforme lo dispuesto en el Código de fondo, se deberá continuar con la tramitación del proceso. 

Artículo 2: Cuando existiese dilación indebida del proceso causada por el imputado y/o su defensa, se suspenderá el cómputo de los plazos estipulados para la tramitación del sobreseimiento en su totalidad.


Cuando la dilación indebida del proceso sea motivada por los demás intervinientes del proceso, encontrándose vencidos los plazos dispuestos en el artículo anterior y los de la prescripción, sin veredicto o sentencia, el Juez dictará el sobreseimiento definitivo. Se exceptúa del mismo en el caso de diligencias necesarias de las autoridades y/o en el caso que la complejidad de la causa lo amerite.

Artículo 3: Las causales interrruptivas de la prescripción contenidas en el art. 67 del Código Penal, no podrán ser utilizadas por las partes, ni los demás intervinientes del proceso, de manera tal que constituyan dilaciones innecesarias al desarrollo normal del proceso. 

Artículo 4: En los supuestos de suspensión de la prescripción mencionados en el segundo párrafo del art. 67 del Código Penal, deberá verificarse el carácter de funcionario público del denunciado, existencia de delito y prescripción, previos a la declaración indagatoria, detención y/o prisión preventiva, debiéndose tramitar el proceso, sin dilaciones indebidas, en los plazos establecidos en la presente ley. Tampoco podrán realizarse trámites que produzcan una situación más gravosa para el imputado, teniéndose por sobreseído definitivamente el proceso, sin más trámite, de encontrarse dentro de los supuestos mencionados en el presente y en los artículos anteriores.

Artículo 5: Una vez alcanzada sentencia condenatoria firme, en caso que el encausado se fugare y/o cometiere un nuevo delito, se suspenderán los plazos de ejecución de pena.

Artículo 6: Será considerada falta grave para el agente responsable la omisión de comunicar fehacientemente cualquiera de las situaciones descriptas en los artículos anteriores al Procurador General, salvo causas justificadas del Capítulo VI, Libro I, Título VI. 

Artículo 7: Exceptúanse del dictado del sobreseimiento definitivo por la extinción de los plazos, aquellos delitos que rompan el orden institucional, los de lesa humanidad y los que se realicen contra las personas y bienes protegidos en caso de conflictos armados, cualquiera sea la fecha en la que se haya cometido.

Artículo 8: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS


El presente proyecto de ley, tiene por objeto establecer normas para poner fin a la retardación de justicia existente en los procesos que tramitan bajo las normas del Código de Procedimiento Penal, ya sea por ley 3.589 (anterior a 1998) o por ley 11.922 (que rige desde 1998), la que tampoco ha podido resolver dicha problemática. Para ello, se propone como solución la figura del sobreseimiento definitivo, frente a la extinción de la acción y de la pena por el transcurso del tiempo, contemplando las excepciones pertinentes, procurando uniformidad y coherencia, normativa.

Así, se dispone tener por sobreseídos definitivamente los procesos que no posean sentencia firme, cuando se hayan cumplido los plazos del artículo 62 del Código Penal y en los casos en que se producen los actos que se describen en el artículo 67 del Código Penal y que excedan el plazo máximo según del delito de 15 años, estipulado en el artículo 62 del Código Penal el que no podrá ser inferior al mínimo expresado en dicho artículo. Y con relación a las penas, las que no podrán exceder los términos estipulados en el artículo 65 del Código Penal.


Asimismo se establece la obligación de comunicar mediante oficio a los organismos correspondientes, en cumplimiento de las normativas del Código Penal y Procedimiento Penal, los que una vez diligenciados cuando, existiese un acto interruptivo contenido en el Código de fondo, deberán continuar con la tramitación del proceso.
En segundo lugar se propone que cuando existiese dilación indebida del proceso por culpa del imputado y su defensa, se suspenderá el cómputo de los plazos estipulados para la tramitación del mismo en su totalidad; y cuando la dilación indebida del proceso sea motivada por los demás intervinientes del mismo, encontrándose vencidos los plazos del proceso y los de la prescripción establecidos en el Código Penal, sin veredicto o sentencia, el Juez deberá dictar el sobreseimiento definitivo. Ello, dejando a salvo los casos en que existieren diligencias necesarias de las autoridades y/o que la complejidad de la causa lo amerite.

En tercer término se propone que las causales interruptivas de la prescripción contenidas en el artículo 67 del Código Penal, no podrán ser utilizadas por las partes ni los demás intervinientes del proceso, de manera tal que constituyan dilaciones innecesarias al desarrollo normal del proceso.

Con relación a los delitos en que se encuentren involucrados funcionarios públicos, y en los supuestos de suspensión de prescripción mencionados en el segundo párrafo del art.67 del Código Penal, se deberá verificar el carácter de funcionario público del denunciado, existencia de delito, prescripción, previos a la declaración indagatoria, detención y/o prisión preventiva.

Una vez alcanzada sentencia condenatoria firme, en caso que el encausado se fugare y/o cometiere un nuevo delito, se suspenderán los plazos de ejecución de pena.

Por último, se establecen las excepciones al dictado del sobreseimiento definitivo por la extinción de los plazos, respecto de delitos que rompan el orden institucional, de lesa humanidad, contra las personas y bienes protegidos en caso de conflictos armados cualquiera sea la fecha en la que se haya cometido, conforme con los estipulado en el Código Penal, Leyes Complementarias al mismo y/o Tratados Internacionales ratificados en los términos de la Constitución Nacional Argentina.


Ahora bien, debemos dejar aclarado que cuando se aprobó el nuevo Código Procesal Penal (Ley 11.922), se estableció un régimen transitorio en causas tramitadas en los términos del anterior (Ley 3.589).


En tal sentido por Ley 12.059 sancionada en el año 1998, las causas pendientes al 1 de julio de 1998, continuarían tramitándose según las normas de la ley 3.589, hasta su finalización, pero con aplicación retroactiva a las causas pendientes mencionadas con antelación, de las normas del nuevo Código relativas al juicio abreviado, a las medidas de coerción personales y reales (salvo que la ley 3.589 sea más favorable al imputado), al juicio oral del procedimiento común, al recurso de casación y los recursos extraordinarios ante la Suprema Corte de Justicia de la Pcia. de Bs.As. cuando se trate causas de juicio oral según ley 3.589. Se permite la adecuación del trámite de las causas, a las nuevas instituciones, cuidando de no alterar su espíritu, los derechos fundamentales del imputado y el servicio de justicia. Y en caso de conexidad, seguirá el proceso según ley 11.922, salvo que cause un grave retardo o que dificulte el ejercicio de la defensa.


Entendemos que se ha seguido el criterio sustentado por doctrinarios, que postulan que cuando algunos procesos hayan adquirido cierto nivel de recorrido deben seguir rigiéndose por la ley anterior y los que no lo hayan alcanzado, por la ley actual, no haciendo distingo en cuanto a si la nueva ley resulta restrictiva de derechos.


La nueva ley 11.922, al ser más benigna que el anterior, no ofreció mayor dificultad. La discusión se centró siempre en la retroactividad de la ley más favorable, pero no así en la irretroactividad de la nueva ley procesal menos garantista a procesos pendientes a su entrada en vigencia.

 
El régimen transitorio según la mencionada ley 12.059, estableció además que las causas que tramitaron antes de la entrada en vigencia del nuevo Código, debían ser concluidas antes del 1 de enero del año 2002, y que una vez transcurrido dicho plazo tramitarían según la ley 11.922, mas benigna.

Dicha situación no se ha cumplido, prorrogándose ininterrumpidamente hasta la actualidad la etapa transitoria mencionada con antelación. Llevando las causas, desde 1998 hasta la fecha, 12 años de duración como mínimo, sin sentencia firme. Las estadísticas de la Procuración General así lo corroboran.


Se viola en tal sentido todo plazo razonable, para la tramitación de un proceso penal. Considerando que la razonabilidad de duración de los plazos debe referirse a la totalidad de un proceso, y a toda persona involucrada en el mismo, desde persona y/o detenida sujeto a proceso, hasta víctima y/o damnificado del hecho punible. 


Ante la vista de los inconvenientes derivados de la falta de regulación, resulta imperioso establecer, vía legislativa, un límite máximo temporal para la realización de todo proceso penal, lo que acarreará una mejor administración de justicia.


Con relación al proceso y plazo razonable, la legislación nacional en razón del artículo 18 de la Constitución Nacional exige, por el principio de legalidad, la existencia de un proceso como presupuesto necesario para la realización del Derecho Penal. El artículo 75 inc.22 recepta por ratificación de Tratados Internacionales, el derecho a ser juzgado sin dilaciones indebidas y a ser juzgado dentro de un plazo razonable o a ser puesto en libertad: arts. 9 inc. 2, 14 inc. 3 letra c) del P.I.D.C.P y 7 inc. 5, 8.1, de la C.A.D.H.


La Jurisprudencia Internacional se ha expedido con relación a los tópicos mencionados, como ser la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado el derecho a ser juzgado en un plazo razonable, en los casos: “Genie Lacayo, del 29/1/97, “Suárez Rosero del 12/11/97, continuando el criterio de la Corte Europea de Derechos Humanos, la que además señaló que en el caso se debe tener en cuenta para determinar la razonabilidad del plazo: 1) la complejidad del asunto, 2) la actividad procesal del interesado, 3) la conducta de las autoridades judiciales (caso “König, de 1978). En la misma línea de pensamiento la Comisión Europea de Derechos Humanos elaboró la tesis “de los siete criterios”, caso “Wemhoff” del 26/6/1968, para posteriormente ser adoptada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.


En tal sentido la Corte Suprema de Justicia de la Nación se ha expedido con respecto al “plazo razonable” en los casos: “Pileckas” de 1977, Aguilar (1977), Klosowsky (1977), “Otañe”(1978), “Mozatti”(1978), “Garcia”(1983), “Bartra Rojas”(1983), “Casiraghi”(1984), “Bolo” (1985), “Frades”(1989), Firmenich”. “Barra” (2004), “Podestá” (2006), “Acerbo” (2007), “Santángelo” (2007); “Cuatrín” (2008) entre otros. La Corte manifestó en el caso “Anderle, José C. c/ Anses”, que “la garantía constitucional de la defensa en juicio incluye el derecho a obtener un pronunciamiento rápido dentro de un plazo razonable, pues la dilación injustificada – en el caso, tres años desde que una causa de índole provisional estuvo para dictar sentencia – de la solución de los litigios implica que los derechos puedan quedar indefinidamente sin su debida aplicación, con grave e irreparable perjuicio de quienes lo invocan” (Publicada en DJ, 201-3-379).

Es más, la reciente interpretación de la Corte establece que el principio de retroactividad de la ley más favorable no es aplicable a las normas procesales, sino tan solo a las sustantivas, señalando que la prescripción tiene naturaleza procesal y que debe determinarse el plazo razonable.


La legislación en la Pcia. de Bs.As ha contemplado los postulados mencionados con antelación, y en concordancia con ellos, el Código de Procedimiento Penal, mediante el artículo 2, determina que: “Toda persona a proceso tendrá derecho a ser juzgada en un tiempo razonable y sin dilaciones indebidas. El retardo en dictar sentencia o las dilaciones indebidas, cuando sean reiteradas, constituyen falta grave”. 


Concordante con artículos 23 inc. 7, 59 inc. 6, 79 inc. 6, 83 inc. 9, 110, 141, 169 inc. 10, 282, 283, 405 de la ley 11.922; artículos 17 inc. 5, 15 inc. 3, 16 inc. 9, 13 inc. 6 de la ley 12.061; artículo 273 del Código Penal; artículos 15, 166, 168 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y artículos 18, 75 inc.22. de la Constitución Nacional.


A ello, debe adunarse las normativas que el Código Procesal establece  para términos fatales y responsabilidades en caso de incumplimiento de los mismos; acordadas que establecen delegación al Tribunal de Casación Penal como órgano para controlar las irregularidades del procedimiento; la ley 12.061, artículo 15 inc. 3, que establece un control rígido que se encuentra a cargo de los órganos del Ministerio Público Fiscal quienes deberán verificar su cumplimiento y en caso de inobservancia, promover los actos que sean necesarios.


No debe soslayarse tampoco que uno de los remedios para hacer efectivo este derecho de ser juzgado en un plazo razonable, es el instituto de la prescripción.


Así pues, nos encontramos con una institución de suma importancia ya que supone “una autolimitación o renuncia del Estado al ius puniendi por el transcurso del tiempo” y que pone de relieve el derecho del presunto inculpado a que “no se dilate indebidamente la situación que supone la virtual amenaza de una sanción penal”


La polémica radica sobre cuándo se debe entender que un delito ha prescrito y, por lo tanto, cuándo, a pesar de que un sujeto haya cometido un ilícito penal, se le exime de responsabilidad penal como consecuencia de que el ius puniendi del Estado se haya extinguido. 
Se ha entendido que la prescripción está conectada con el derecho fundamental a la libertad y con la limitación del ejercicio del ius puniendi del Estado que se ha mencionado, que renuncia al mismo cuando no realiza actuaciones para la averiguación y castigo del delito en el tiempo establecido por ley.


En tal sentido, serán únicamente el Ministerio Público y el Juez- órganos jurisdiccionales -, que actúan por delegación, en un sistema Republicana de Gobierno, como el nuestro-, quienes puedea llevar a cabo esa actuación de dirección procesal del procedimiento contra el culpable que requiere el artículo 67 del Código penal para considerar interrumpido el plazo de prescripción del delito que se investiga.

Se advierte además de la simple lectura de los expedientes, que dichas causales interruptivas de la prescripción, son utilizadas de manera innecesaria y reiterada por parte de los operadores de la justicia en los procesos para seguir tramitando el mismo, convirtiéndose las interrupciones en medios para convalidar la grotesca dilación del mismo, causando perjuicios irreparables.

En sentido concordante a las premisas mencionadas, es necesario proscribir las dilaciones indebidas presente en un proceso, de manera tajante, cuando las mismas provienen de los órganos jurisdiccionales. Ya que toda persona tiene derecho a ser juzgado con celeridad, a que se resuelva el conflicto en un plazo razonable sin dilaciones indebidas. Es un derecho fundamental que se dirige a los órganos judiciales, creando en ellos la obligación de actuar en tiempo.


Que no puede transformarse el no cumplimiento del plazo por culpa administrativa, en un perjuicio para el justiciable.


La lenta reacción judicial, sin justificación, origina y propicia una causa o motivo en cierto sentido de despenalización porque el reproche judicial viene ya viciado de extemporáneo. La realidad de los procesos sumamente dilatados, hace derivar de la regulación de la prescripción, una incitación a los órganos judiciales y a los acusadores públicos y privados a actuar diligentemente a fin de no demorar la tramitación del proceso y que desvanezca la persecución penal.


La diligencia del Ministerio Público y del Juez es por lo tanto una de las finalidades que con carácter inmediato persigue la prescripción penal, en el entendimiento de que toda negligencia conduce a favorecer al supuesto delincuente con la eventual impunidad de su conducta.


Por otra parte, si se precisa de un acto de interposición judicial para interrumpir la prescripción, en cierto modo se deja en manos de la agilidad o no agilidad de los órganos jurisdiccionales que un hecho ilícito quede impune o no y fijando la atención en este punto, se podría entender que hay cierta inseguridad jurídica en ello. Sin olvidar que el hecho de que dos Órganos Jurisdiccionales mantengan posturas contrapuestas sobre el tema, genere una extremada incertidumbre sobre cuál es la línea correcta de actuación.


Se apela a la seguridad jurídica en los términos de garantizar la seguridad jurídica del justiciable que no puede ser sometido a un proceso penal más allá de un tiempo razonable.


En contrapartida, a lo expuesto con antelación, existen dilaciones indebidas causadas por el imputado y la defensa, en el desarrollo del proceso, que se presentan tanto desde el inicio del mismo como hasta la sentencia condenatoria firme, cuyo fin buscado es burlar la acción de la Justicia ante la posible aplicación de una sanción penal. En tal sentido es necesario también reglamentar la suspensión de los términos para la extinción de la acción y del cómputo de los plazos con relación a la pena, para que no opere la extinción en uno u otro sentido, a favor del imputado y de la defensa, cuando es causada la dilación por dicha parte del proceso.


Una vez alcanzada sentencia condenatoria firme, en caso que el encausado se fugare y/o cometiere un nuevo delito, se suspenderán los plazos de ejecución de pena.


Consecuentemente con todo lo expuesto, entendemos que la forma técnicamente adecuada de hacer extinguir de forma inmediata el proceso convertido en ilegítimo por violación del plazo razonable máximo, es el dictado del Sobreseimiento Definitivo para el imputado, en tanto es una forma anticipada de conclusión del proceso. Pues se trata de motivos puramente procesales por el cual se resuelve, y que puede ser dictado en toda etapa del proceso, incluso al comprobarse dicha violación, luego de la sentencia no firme cuando nos encontramos ante la extinción de la acción por transcurso del tiempo y de la pena, que se ha excedido el plazo de 15 años, como máximo, estipulado en el art.62 del Código Penal.


Sobreseimiento Definitivo que ha sido mantenido en el Código de Procedimiento Penal ley 11.922, con efecto definitivo en cuanto a la persecución penal (conf. 322).

    Por los fundamentos expuestos, es que solicito a los señores Legisladores, acompañen con su voto este proyecto de ley.
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